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Una de las notas características del sistema polí-
tico mexicano ha sido, desde la primera década pos-
trevolucionaria, su gran estabilidad política, cifrada
en la gran concentración de poder en manos del pre-
sidente de la República, el cual, en virtud de las am-
plias facultades que en su favor establece la Cons-
titución, y de la gran cantidad de factores políticos
que le permiten elliderazgo del partido hegemónico
y, en consecuencia, el control de los destinos políti-
cos de sus correligionarios -incluidos los diputados
y senadores de ese partido-, se han convertido en
la pieza clave del aparato político entero 1•

En efecto, desde los debates del Congreso Cons-
tituyente de 1916-1917 la idea de que sólo un go-
bierno fuerte y enérgico podía lograr la unidad na-
cional y propiciar el desarrollo del país, se convirtió
en un verdadero paradigma y en el principio rector
del juego político en México. En ese sentido, la crea-
ción de un partido que abanderara los ideales revo-
lucionarios, y que a la vez conjuntara y ordenara
bajo el mando indiscubible del presidente de la Re-
pública a todas las fracciones -muchas de ellas
contrapuestas- del grupo vencedor de la Revolu-
ción, se convirtió en una de las principales causas
del gran poder que el titular del Ejecutivo encarna.
Asimismo, la organización corporativa del partido en
base a los llamados sectores, los que representa-
ban organizadamente a la sociedad entera, hacía del

1 Para un análisis detallado de las facultades legales y políti-
cas del presidente, véase, Carpizo, Jorge, El presidencialismo
mexicano, Siglo XXI Editores, México, 1978.

2 La obra del presidente Calles, quien aprovechó el gran po-
der que le daba su carácter de "jefe máximo de la Revolución»
para fundar el Partido Nacional Revolucionario, fue completada
con la de Lázaro Cárdenas quien en la década de los treinta, con
base en una activa política de masas, instrumentó la compleja y
omnicomprensiva estructura corporativa del partido (que cambió
de nombre a Partido Revolucionario Mexicano), hecho que lo con-
solidó como la fuerza política hegemónica por más de cincuenta
años y que generó una virtual fusión entre el partido y la estruc-
tura del Estado misma. Para analizar la obra de Calles y Cáde-
nas, véase, Garrido, Luis Javier, El partido de la Revolución Ins-
titucionalizada, Siglos XXI Editores, México, 1982; Meyer, Loren-
zo, La segunda muerte de la Revolución Mexicana, Cal y Arena,
México, 1988; Meyer, Lorenzo, Rafael Sogovia y Alejandra La-
jous, Historia de la Revolución Mexicana 1928-1934, El Colegio
de México, México, 1978; Córdova, Arnaldo, La Revolución en cri-
sis. La aventura del maximato, Cal y Arena, México (en prensa);
y, Córdova, Arnaldo, La política de masas del cardenismo, Edito-
rial Era, México, 1978.

3 En ese sentido, Silva Gómez Tagle señala que " ... la per-
manencia en el poder de un partido no implica por sí misma que
el sistema sea antidemocrático, pero el hecho de que el PRI haya
usado los recursos del Estado con el fin de cerrar el paso a los
demás partidos políticos, sí lo es; y también el hecho de que la

86

presidente la cabeza no sólo política, sino también
moral de la nación2

.

Esa gran concentración de poder en manos del
presidente y el aparato corporativo mexicano dieron
al país un largo período de casi treinta años de gran
estabilidad política, aunque de una mermada y res-
tringida democracia3. Este hecho provocó que, a
partir de 1968, el sistema entrara en una crisis polí-
tica generada por el creciente reclamo democrático.
La introducción en 1963 de la figura de "diputados
de partido», los cuales eran otorgados a los parti-
dos de oposición en caso de alcanzar un porcentaje
mínim03, significó el inicio de una gradual apertura
que esa naciente exigencia democratizadora impo-
nía al statu qua. Los movimientos estudiantiles de
1968 y de 1971 -reprimidos brutalmente-- vinieron
a sumarse a las luchas sindicales -también repri-
midas- de los ferrocarrileros, entre otros, en los
años cincuenta; no obstante, aquellos estuvieron en-
marcados por el surgimiento desde inicios de los se-
tenta de movimientos guerrilleros que, a pesar de
sus limitadas dimensiones5, pusieron en jaque la le-
gitimidad y la estabilidad del sistema político. Ello
aceleró inevitablemente el proceso de apertura po-
lítica cuyo espaldarazo fundamental fue la llamada
"reforma política» que inició en 1977 y que delineó
Jesús Reyes Heroles, quien reconocía:

" ... hay quienes pretenden un endurecimiento del
gobierno que lo conduciría a la rigidez. Tal rigidez
impediría la adaptación de nuestro sistema político

ausencia de competitividad en la lucha político-electoral, impida
el ejercicio efectivo de la crítica de la gestión gubernamental y
anule la posibilidad de elegir gobernantes y representantes ante
el poder Legislativo. Por esto el resultado de la permanencia del
PRI en el poder puede considerarse un hecho antidemocrático,
así como el que este partido se haya ostentado por muchos años
como único heredero de la Revolución y que esto haya limitado
el desarrollo de un sistema de partidos más vigoroso ...» (Gómez
Tagle, Silvia, "Los partidos, las elecciones y la crisis», en, Gon-
zález Casanova, Pablo y Jorge Cadena Roa, Primer informe so-
bre la democracia: México 1988, Siglo XXI Editores, México,
1988, pág. 211).

4 Con este primer sistema de representación de minorías, un
partido político podía acceder a la Cámara de Diputados si alcan-
zaban el 2,5 por 100 de la votación total; de lograrlo, por ese he-
cho, le correspondía a cada partido cinco diputados más uno por
cada medio por ciento que sobrepasara el porcentaje señalado
hasta llegar a la cifra de 20 como máximo (Cfr., Cárdenas Gra-
cia, Jaime F., Transición política y reforma constitucional en Méxi-
co, Instituto de Investigaciones Jurídicas-UNAM, México, 1994,
pág. 93).

5 Carlos Montemayor escribe que la guerrilla de Lucio Caba-
ñas nunca llegó a tener más de cincuenta efectivos entre sus fi-
las (véase, para el tema de la guerrilla mexicana, en general,
Montemayor, Carlos, La guerra en el paraíso, Océano, México,
1990).



a nuevas tendencias y a nuevas realidades ... Endu-
recemos y caer en la rigidez es exponernos al fácil
rompimiento del orden estatal y del orden político na-
cional. Frente a esta pretensión, el presidente Ló-
pez Portillo está empeñado en que el Estado ensan-
che las posibilidades de la representación política,
de tal manera que se pueda captar en los órganos
de representación el complicado mosaico ideológi-
co nacional de una corriente mayoritaria, y peque-
ñas corrientes que, difiriendo en mucho de la mayo-
ritaria, forman parte de la nación ... Mayorías y mino-
rías constituyen el todo nacional, y el respeto entre
ellas, su convivencia pacífica dentro de la ley, es la
base firme del desarrollo, del imperido de las liber-
tades y de las posibilidades de progreso social»6,

La reforma de 1977, misma que trajo consigo una
nueva codificación electoral (la famosa Ley Federal
de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales
-LFOPPE-), introdujo, por primera vez, la noción
de «partidos políticos» en el texto constitucional (ar-
tículo 41), los cuales fueron considerados como en-
tidades de interés público y, en consecuencia, suje-
tos de derechos y obligaciones, que tienen por ob-
jeto promover la participación del pueblo en la vida
democrática, contribuir a la integración nacional y
permitir el acceso a los ciudadanos a los puestos de
representación popular7, La nueva reglamentación
permitió, en virtud de sus mecanismos de acceso al
status de partido político, que muchas de las agru-
paciones políticas que antes habían estado relega-
das del juego político institucional obtuvieran el re-
gistro para contender en las elecciones de 1979. Así,
en ese proceso electoral, el primero que recibía el
aliento de la reforma política, participaron, condicio-
nados a alcanzar el 1,5 por 100 de la votación total
-situación que lograron todos los participantes-,
el Partido Comunista Mexicano (PCM), el Socialista
de los Trabajadores (PST) y el Demócrata Mexica-
no (PDM), quienes venían a sumarse a los institutos
políticos que ya habían adquirido su reconocimiento
previamente: Acción Nacional (PAN), Revoluciona-
rio Institucional (PRI), Popular Socialista (PPS) y Au-
téntico de la Revolución Mexicana (PARM)8,

A partir de 1977, el lento, pero cada vez más obli-
gado reconocimiento de los triunfos electorales y de
los espacios políticos que los partidos de oposición
iban ganando -a pesar de la sombra, contra la que
todavía hoy se lucha, del fraude electoral-, generó
una disminución proporcional de la hegemonía, de
la concentración de poder y de los espacios políti-
cos que el llamado «partido oficial» antes gozaba.
Este hecho ha provocado que algunas voces, las
más retardatarias, hayan empezado a hablar, con
un espíritu reaccionario y conservador, de una ingo-
bernabilidad del sistema, idea que ha encontrado su
auge particularmente durante las épocas de mayor
conflictualidad política, como ocurrió en 1988, cuan-
do, luego de las elecciones más discutidas y dispu-
tadas que ha habido (las cuales estuvieron antece-

6 Reyes Heroles, Jesús, «Discurso pronunciado en Chilpan-
cingo Guerrero e11.0 de abril de 1977», en Cárdenas Gracia, Jai-
me, Op. cit., págs. 94-95.

7 Cfr. Woldemberg, José, «Sistema, partidos y elecciones en
México», en Aguirre, Pedro, Alberto Begné y José Woldenberg,

didas de la más importante fractura en el partido ofi-
cial desde su nacimiento), se afirmaba con cierta fre-
cuencia que el Estado mexicano había devenido in-
gobernable. Una cosa sí es cierta, no obstante: en
la primera etapa de su gobierno, Salinas de Gortari,
presidente surgido de las elecciones de 1988, tuvo
que luchar a brazo partido para lograr la legitimidad
que el obscuro manejo del proceso electoral no le
había dado.

Tras el sexenio de López Portillo (1976-1982), el
cual generó una de las peores crisis económicas de
la historia contemporánea de México, causada por
la corrupción, el endeudamiento externo y el fin del
breve sueño de la abundancia petrolera, hechos que
se materializaron en una devaluación de la moneda
de proporciones jamás vistas, el gobierno de Miguel
de la Madrid buscó instrumentar lo que los neolibe-
rales de los setenta habían llamado Estado mínimo,
a través de un proyecto de desincorporación de em-
presas estatales y de apertura comercial frente a na-
ciones extranjeras; no obstante, el peso de los idea-
les revolucionarios, todavía vigentes -los cuales se
habían convertido en el mito más grande de la na-
ción-, y la política proteccionista con la que se
afrontó la crisis y que pretendió ser una receta para
generar el desarrollo de la planta productiva, hicie-
ron que el proyecto neoliberal del nuevo gobierno
apenas empezara a aplicarse.

Salinas de Gortari, por su parte, no solo aceleró
la venta de empresas paraestatales al grado que, de
más de dos mil que poseía el Estado a inicios del
sexenio de De la Madrid, pasaron a tenerse unos
cuantos centenares al final del salinismo, lo que
acarreó una aparente bonanza económica, sino que
complementó su política económica con mecanis-
mos de carácter meramente especulativo para
atraer capitales extranjeros, cuyo mejor ejemplo son
diversos instrumentos de inversión en dólares, con
altos rendimientos, a mediano y corto plazo (como
es el caso de los «Bonos de la Tesorería» o «Teso-
bonos», los que serían causantes, en primera ins-
tancia, de la crisis en las reservas financieras del Es-
tado en diciembre de 1994). Este vertiginoso y radi-
cal cambio del manejo de la macroeconomía mexi-
cana generó, a la vez, una gran e inevitable centra-
lización de las decisiones -ya de por sí poco fede-
ralizadas- lo que aumentó enormemente la fortale-
za del Ejecutivo, permitiendo un manejo cada vez
más autoritario del Estado,

Paralelamente a ese manejo de la economía bajo
un claro esquema neoliberal, y con la pretensión de
amortizar los efectos que el mismo produciría entre
la población de escasos recursos, la presidencia de
Salinas, con base en la ideología que autodenomi-
nó «liberalismo social», instituyó un gran número de
programas gubernamentales (como es el caso del
Programa Nacional de Solidaridad -Pronasal- y
de Procampo) a través de los cuales se pretendió
realizar la añeja demanda revolucionaria de justicia
social. Estos programas, manejados con una clara

Sistemas políticos, partidos y elecciones. Estudios comparados,
Trazos-Instituto de Estudios para la Transición Democrática,
México, 1993, págs. 291-292.

8 Cfr., Ibídem, pág. 294.
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intención política, significaron uno de los elementos
primordiales de la legitimación salinista.

En este contexto, la oposición se polarizó en tor-
no a dos grandes partidos, el PAN, de derecha, el
cual logró conseguir a lo largo del sexenio tres gu-
bernaturas estatales, y el PRO -fruto de la alianza
en torno a la figura de Cuauhtémoc Cárdenas de
1988-, que se presentó como la mayor oportuni-
dad histórica de la izquierda, pero ha sido víctima de
la intransigencia -la del gobierno y la propia- y de
un gran divisionismo interno. El crecimiento y avan-
ce de estas dos opciones políticas provocó un acre-
centamiento de los conflictos que afrontaba el par-
tido oficial, dentro del cual cada vez se hacían más
claras dos tendencias antagónicas, una conserva-
dora y otra que pugnaba por la transformación -sin
que ello implicara, de ninguna manera, la pérdida
absoluta de la primacía y de las prerrogativas ya ate-
soradas- del aparato partidista e incluso de la es-
tructura gubernamental misma. El surgimiento de
esta mentalidad progresista en un importante sector
del PRI generó un prolífico debate por parte de to-
dos los grupos de la escena política en torno a la re-
forma del Estado, el cual tenía -y sigue teniendo-
como punto central la discusión el tema de la sepa-
ración del partido hegemónico del aparato estatal.
Paralelamente a este proceso de apertura, las retar-
datarias veces que advertían la ingobernabilidad del
sistema resurgieron, de este modo, con renovados
ímpetus.

Mientras tanto, se vivía un aparente éxito de la po-
lítica económica del «liberalismo social» salinista, el
cual obtuvo su corolario con la aprobación y firma
del Tratado de Libre Comercio (TLC) por los gobier-
nos de Canadá, Estados Unidos y México, el cual
daba origen a partir de 1994 a una zona de libre co-
mercio en la cual las mercancías serían liberadas
gradualmente de gravámenes aduaneros entre otros
-acuerdo que fue promovido con particular empe-
ño por el propio Gobierno de Salinas-. De manera
simultánea, la reforma política avanzaba. Entre mu-
chos tropiezos y reticencias, se materializaron esos
avances en una nueva ley electoral, el Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales
(COFIPE, el cual venía a sustituir al Código Federal
Electoral sucesor, a su vez, de la lejana LFOPPE),
en cuya aprobación participaron, en 1990, cinco de
las fracciones parlamentarias, destacando las del
PRI y del PAN, básicamente, mientras que el PRO,
el tercer gran partido y principal fuerza de la izquier-
da, se mantenía al margen y expresaba su rechazo
al mismo.

La nueva legislación electoral avanzaba en mu-
chos aspectos, como la conformación de organis-
mos formalmente autónomos para la preparación de
las elecciones y las controversias que surgían de las
mismas (Instituto Federal Electoral y Tribunal Fede-
ral Electoral, respectivamente), pero tenía graves re-
trocesos, tales como la existencia de la llamada
«cláusula de gobernabilidad» (o «candado de gober-
nabilidad»), que daba al partido mayoritario una so-
brepresentación en la Cámara de Diputados, con el

9 Cfr., Ibrdem, págs. 302-304.
10 Cfr., Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
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supuesto fin de facilitar un adecuado manejo de sus
actividades, o como la extremosa dificultad para for-
mar coaliciones electorales -sin duda fruto de la do-
lorosa experiencia que para el partido oficial fue la
coalición formada en torno a Cárdenas en las elec-
ciones de 19889.

La nueva ley permitió que el PRI, gracias a la men-
cionada «cláusula de gobernabilidad», recuperara la
hegemonía en la Cámara de Diputados, cuya caren-
cia, antes, dada la composición que resultó de la
elección federal de 1988, le impedía alcanzar el por-
centaje que constitucionalmente se requiere para re-
formar el Texto Fundamental. Con la nueva Cámara
de Diputados, surgida de las elecciones de 1991, las
reformas a la Norma Fundamental no se hicieron es-
perar. En los últimos tres años del gobierno de Sa-
linas (1991-1994) la Constitución sufrió 42 modifica-
ciones 10, entre las que destacan la del artículo 27
(que rompió con uno de los más grandes tabús re-
volucionarios al dar por terminado el reparto agrario
y permitiendo la privatización -condicionada- de
las unidades colectivas de producción, los «ejidos»),
la del artículo 130 (a raíz de la cual, luego de más
de 100 años, las iglesias fueron reconocidas nueva-
mente y muchas de las actividades que, más allá de
la ley, en los hechos, ya realizaban, les fueron per-
mitidas) y la del artículo 3.° (relativo a la educación).

En septiembre de 1993, en vísperas del proceso
electoral federal del año siguiente, que incluía la re-
novación de la presidencia, se dio otra forma a la le-
gislación electoral -en la cual el PRO tampoco for-
mó parte-, la cual, conjuntada con una nueva mo-
dificación a la normativa legal y constitucional de la
materia en los primeros meses de 1994 -en la que
contó, por fin, con la participación del PRO, y que
se en marcaba en el trastocado escenario político a
consecuencia de la aparición del grupo guerrillero
«Ejército Zapatista de Liberación Nacional» (EZLN)
en el Estado de Chiapas-, marcaba con claridad el
rumbo que debía tomar la reforma del Estado en
nuestro país.

Mil novecientos noventa y cuatro -año negro en
la política mexicana- desenmascaró la cruda reali-
dad que subyacía al neoliberalismo salinista. La apa-
rición del EZLN el primer día del año demostró la in-
suficiencia y las limitaciones de la política social del
gobierno y, sobre todo, de la profunda pobreza en
la que están sumidos gran parte de los mexicanos
-y no nos referimos sólo a la producida durante
sexenio salinista sino a la que se generó en las úl-
timas décadas-o El cobro de la factura que había
provocado la creciente pobreza, en contraste con las
inmensas fortunas que se amasaron en menos de
seis años en las manos de apenas 24 familias, asu-
mió, así, la peor de las facetas, la de la violencia ar-
mada, misma que, a diferencia de otros regímenes
latinoamericanos en donde las guerrillas se sostu-
vieron por largo tiempo, en México entró inmediata-
mente en una larga etapa de negociaciones, ruptu-
ra de las mismas, movilizaciones de los grupos ar-
mados, enfrentamientos entre campesinos y guar-
dias de los hacendados -conocidas como «guar-

Secretarra de Gobernación-Instituto de Investigaciones Jurrdicas
de la UNAM, México, 1994, págs. 215-236.



dias blancas»- y, finalmente, como lo demuestran
las pláticas de abril de 1995, reinició de las ne-
gociaciones.

Es importante destacar que el levantamiento ar-
mado obedecía, al menos en la forma, a las deman-
das democráticas más elementales en particular las
que se refieren al combate contra la miseria, la ig-
norancia y la explotación. No es el objeto de este ar-
tículo determinar si verdaderamente esas demandas
son o no las que subyacen a los intereses del levan-
tamiento armado que comentamos, o si es legítima
o no su lucha por ellas; el arraigo que el mismo tuvo
en Chiapas fue debido a la pobreza y marginación
que revisten las vidas de una gran cantidad de indí-
genas y campesinos -la cual es una de las formas
de expresión de la falta de democracia, entendida
en un concepto más amplio que el electoral-o Que
la pobreza conlleva violencia es, en ese sentido, la
constatación de una de las verdades más sabidas
de los países tercermundistas.

La aparición del EZLN, de esta manera, es una
de las maneras en que se expresó la caducidad y
la podredumbre de una insuficiente política social,
acrecentada con la limitada, seleccionada y lenta,
por burocrática, ayuda que Pronasol y Procampo
brindaban, así como la pobreza en que muchos
mexicanos están sumidos 11.

En este contexto se realizaron las elecciones de
1994, las que fueron, sin duda, una lección para to-
dos los mexicanos. En un clima enrarecido por los
acontecimientos en Chiapas y por el artero asesina-
to de Luis Donaldo Colosio, candidato presidencial
del partido oficial, el PRI, obtuvo, en el que fue el
proceso electoral más vigilado, controlado y menos
impugnado de la historia reciente de nuestro país,
en el que prácticamente el único punto negro fue la
notoria inequidad de recursos financieros que favo-
recía al partido en el pOder12

, el 49 por 100 de los
votos frente al 25 por 100 del PAN y el 16 por 100
del PRO. Esa victoria se planteaba, por el contexto
genérico de limpieza en que habían desarrollado las
elecciones, como el hecho que legitimaba, indiscu-
tiblemente a Ernesto Zedillo como presidente electo
y al PRI como partido en el poder. Nunca un presi-
dente en los dos últimos sexenios -por lo menos-
estaba a punto de asumir el poder con una aureola
de legitimidad como la que tenía Zedillo en septiem-
bre de 1994.

No obstante, el asesinato de otro prominente po-
lítico priísta, José Francisco Ruiz Massieu, secreta-
rio general de ese partido -y en el cual se encuen-
tra involucrado como presunto autor intelectual su-
jeto a proceso el hermano del hoy ex presidente Sa-
linas-, así como los escándalos de narcocorrupción
y el estallido de una crisis económica en diciembre
de ese año -apenas a unos días de que Zedillo asu-
miera el poder-, se presentaron de inmediato como
factores que sumados a los inexpertos, deficientes
y lentos manejos del nuevo presidente, generaron

11 Sin que conozcan cifras oficiales certeras, hay quienes afir-
man que de una población de casi noventa millones de habitan-
tes, existen en México alrededor de cuarenta millones de pobres
de los cuales veinte viven en condiciones de pobreza extrema o
miseria.

una creciente inestabilidad política que, nuevamen-
te, sirvió de argumento para que muchos volvieran
a hablar de una ingobernabilidad del sistema.

La crisis económica tuvo sus causas primordiales
en el mal manejo de la política financiera, en parti-
cular la del fondo de reserva de dólares, del gobier-
no salinista, ya que se mantuvo una artificial paridad
cambiaria del peso frente a la moneda norteameri-
cana a lo largo de 1994, con el claro propósito de
no perjudiciar la imagen del PRI de cara al proceso
electoral, lo que, sumado a la caducidad de una gran
cantidad de documentos de inversión en dólares a
mediano y corto plazo -en particular de los ya men-
cionados Tesobonos-, provocó que de más de 22
mil millones de dólares con los que contaba dicho
fondo en enero, se redujera a alrededor de 11 mil mi-
llones. A este hecho se sumó la fuga de incontables
capitales de carácter meramente especulativo -mu-
chos de ellos mexicanos- que habían colaborado
en muy poco a fortalecer y expander la deficiente
planta productiva del país. Este dramático panora-
ma político y económico produjo la inmediata deva-
luación del peso a niveles exagerados, ya que se de-
valuó, en menos de dos meses, alrededor del 100
por 100 frente a la moneda estadounidense. El de-
sempleo, del mismo modo, se acrecentó a niveles
verdaderamente alarmantes -con un consecuente
aumento de la delincuencia- y el valor adquisitivo
del salario se evaporó ante una inflación calculada
en más de un 70 por 100 para este año.

De lo anterior una conclusión se hace evidente: la
inestabilidad política que se vive en México ha sido
un producto de la inevitable democratización del sis-
tema. No obstante, inferir por ello que debe darse
marcha atrás y claudicar en los todavía insuficientes
logros que la reforma política ha generado, es una
apreciación errónea del problema. La aparición de
la guerrilla en Chiapas y los frecuentes conflictos
postelectorales son sólo dos de las formas en que
se ha manifestado esa inconformidad social y polí-
tica frente al autoritarismo que durante décadas ha
caracterizado nuestro sistema político. Plantear un
endurecimiento gubernamental como solución a la
crisis política que vivimos no traería sino un incre-
mento en los síntomas de rechazo a la política es-
tablecida. Podemos decir, así, que la situación que
hoy se vive en México, consecuencia innegable de
la lucha democratizadora que han emprendido gru-
pos políticos y sociales, encuentra su causa de ori-
gen en el mismo autoritarismo que por muchos años
hemos padecido.

Por otro lado, las conquistas democráticas que los
mexicanos hemos logrado en los últimos veinte años
no han sido obra de un solo sector de la sociedad,
por un lado, ni una graciosa concesión del gobier-
no, todo lo contrario, la transición política en nuestro
país ha asumido el carácter de un continuo acuerdo
político, situación que hoy, con la negociación entre
la guerrilla y el gobierno y con el establecimiento de
una mesa de negociaciones entre los principales

12 Cfr., Dictamen que presenta la Comisión de Consejeros del
Consejo General del IFE, sobre los informes de gasto de cam-
paña de los partidos politicos, en el que se demuestra que el PRI
gastó casi el 80 por 100 de las erogaciones totales de las cam-
pañas de la elección de 1994.
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partidos, adquiere gran vigencia. Hoy parece ser
que todos los actores políticos han reconocido que
la única manera de lograr una transición pacífica
hacia la democracía es lo que Bobbio llamó la re-
formulación constante del pacto social13, hecho
que en México varios acuerdos gestados autóno-
mamente y suscritos por amplios grupos sociales,

así como diversos pactos políticos signados entre
los partidos parecen confirmar. La democratización
del sistema política mexicano aparece ante nues-
tros ojos como inevitable, no obstante, el camino
aún es largo y lleno de obstáculos, la única mane-
ra de sortearlo es no cejar en el esfuerzo y mante-
ner la esperanza.

NO HAY DERECHO.
A que la dignidad del hombre y sus ideales

de paz, libertad y justicia social sean
avasallados en ningún lugar del mundo.

Si crees en los Derechos Humanos,
lucha por ellos.

•••••••••••..---........-.........•.•-r'" •••
, ~' _ C. postal'
, o\reCd6n' España

CiUdad' - ~ ..,.¡A a la ~. manOS de .d
, Solicita \nforv;o Derechos pU 28006 Madn .
, Asoclac' 1\ Gasset, 77, 2' -

osé Ortega V

13 Cfr., Bobbio, Norberto, El futuro de la democracia, Fondo
de Cultura Económica, México, 1986, pág. 100.
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